Convocatoria de contribuciones - Comité CMW y Comité CERD

Preguntas:

1) ¿Cómo definir la xenofobia en la actualidad, en un sentido social y político que permita desarrollar políticas públicas dirigidas a abordar su impacto en los derechos de las personas migrantes -dentro del alcance de esta Observación/Recomendación General-
, sus familias y otras personas afectadas por la discriminación racial?

La xenofobia designa actitudes, prejuicios o conductas que rechazan, excluyen, desprecian o estigmatizan a personas sobre la base de la condición de extranjeros o extraños a la identidad de la comunidad, de la sociedad o del país en el que se encuentran. Es decir, en principio, la xenofobia se basa en el rechazo a cualquier persona por el hecho de no compartir la misma nacionalidad, constituyendo una forma de intolerancia y discriminación contraria a los derechos humanos. 
Entonces, la xenofobia, no solo empuja un sistema clasificatorio que organiza y jerarquiza a los grupos humanos desde una escala etnocéntrica
, sino que además involucra un conjunto de "técnicas" emotivas e inconscientes que tienen por fin negar el acceso a determinados espacios, bienes o servicios a aquellos que son percibidos y sentidos como diferentes. Así, componentes racistas interactúan en la xenofobia como referente de exclusión en el ejercicio de derechos de aquellas personas identificadas como “distintas” bajo cierto color, rasgos físicos, etc., asociados a grupos que desde la cultura dominante son vistos como inferiores, siendo el racismo parte fundamental de la negación de la diversidad cultural. 

El impacto de la xenofobia se manifiesta en restricciones y violaciones a su integridad, salud mental, bienestar económico y psicosocial, así como mediante actos de violencia física directa que aumentan su estrés y ansiedad, y contribuyen a su exclusión social, al crear barreras de acceso a trabajos, beneficios económicos, sociales y educativos por una cuestión de nacionalidad y procedencia. Así, las violaciones de derechos humanos más frecuentes en la xenofobia se manifiestan en restricciones y violaciones al derecho al trabajo, la seguridad social, la educación, la vivienda, la salud, la diversidad cultural, la reunificación familiar y la falta de acceso a la justicia, particularmente en el caso de inmigrantes irregulares, pues su condición "clandestina" amordaza la posibilidad de exigir los derechos por temor a ser expulsados
, siendo, en gran medida, la clandestinidad forzada que asumen, que los ratifica como no ciudadanos y propicia condiciones de trabajo violatorias de los más elementales derechos laborales. 

Por ello, las políticas públicas frente a la xenofobia deben plantearse desde una perspectiva interseccional y con perspectiva de género, tomando en cuenta las diferentes realidades, factores y características sociales que se entrecruzan en este fenómeno, cuando estas realidades
 por sí solas podrían llevar a exclusión social (género, edad, clase social, etnia), considerando aspectos individuales, comunitarios y estructurales que de forma general busquen eliminar discursos de odio, estigmas sociales hacia migrantes, facilitando por el otro lado, el acceso a información y datos concretos. Así como, pensar en procesos educativos integrales, espacios seguros y saludables, políticas públicas que integren a la población en los distintos espacios laborales, sociales y comunitarios, siendo además parte de la toma de decisiones
, bajo el reto de garantizar el derecho del inmigrante a mantener sus diferencias sin miedo a ser vulnerado, permitiendo la cohabitación de comunidades diferentes, considerando a la inmigración como una posibilidad de enriquecimiento de esa cultura  y no como un peligro para la identidad cultural.

5) ¿Cómo debe abordarse la xenofobia desde una perspectiva de interseccionalidad? ¿Cómo esta política debe complementarse recíprocamente con las políticas dirigidas a prevenir y erradicar el racismo? ¿Qué medidas deben ponerse en marcha para garantizar un enfoque de género dentro de una política integral contra la xenofobia? ¿Qué medidas deben aplicarse para interrelacionar la xenofobia con otros factores prohibidos por el principio de no discriminación, incluyendo el género, la edad, la discapacidad, la orientación sexual, el origen racial y étnico, entre otros?

Un abordaje desde la perspectiva de interseccionalidad implica comprender a la xenofobia como un fenómeno estructural multidimensional a partir de la existencia de prácticas sociales y culturales que son fruto y resultado de políticas públicas (económicas, reglamentarias, distributivas, redistributivas y constitutivas) que no garantizan ni reconocen los derechos de las personas migrantes. Exige, por consiguiente, un ejercicio de análisis contextualizado de toda la sociedad de las actuales problemáticas de discriminación y violencia por razones de migración, racialización, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social, opiniones políticas, enfermedad, entre otros, a través de las cuales se distingue, excluye o restringe derechos de las personas en movilidad humana.  

¿Cómo esta política debe complementarse recíprocamente con las políticas dirigidas a prevenir y erradicar el racismo?

Estas políticas deben propender a la garantía del principio de igualdad, la no discriminación, y el derecho a una vida libre de violencia, a través de la generación de políticas que tomen en cuenta la normativa vigente, la rendición de cuentas, la protección de las víctimas y la no revictimización. Es necesario generarlas a partir de la participación tanto de las poblaciones migrantes como las de acogida. Esto permitirá identificar las políticas que perpetúan la xenofobia para cambiarlas, si es necesario, o generar nuevas para afrontar el racismo. 

¿Qué medidas deben ponerse en marcha para garantizar un enfoque de género dentro de una política integral contra la xenofobia?

Integrar a las mujeres, diversidades, nuevas masculinidades y ciudadanía a través de propuestas que vayan más allá del debate, para la transversalización de la lucha contra la xenofobia a partir de la generación de políticas construidas localmente que permita su abordaje integral mediante la ejecución de planes y programas que la combatan desde la dimensión institucional, política, económica, social y ambiental.   

Generar herramientas con enfoque de género que aporten a la institucionalización y la territorialización de la política pública, así como la aplicación de la normativa internacional, que combata la xenofobia y la violencia en las localidades de llegada y en los sectores de paso.

Generar procesos de seguimiento y evaluación al cumplimiento de política pública a partir de iniciativas locales con enfoque de género, diálogo intercultural e inclusión de las diversidades.    

¿Qué medidas deben aplicarse para interrelacionar la xenofobia con otros factores prohibidos por el principio de no discriminación, incluyendo el género, la edad, la discapacidad, la orientación sexual, el origen racial y étnico, entre otros?
Profundizar en la sensibilización y capacitación con enfoque de género a la ciudadanía,  actores de opinión y grupos de interés, a través de los medios de comunicación (tradicionales y nativos digitales), así como las redes sociales,  sobre la existencia y permanencia de condiciones de discriminación, exclusión, subordinación, dependencia invisibilización de personas y poblaciones vulnerables por motivos de género, racialización, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social, opiniones políticas, enfermedad, entre otros, para propender el cambio de patrones socio culturales.   

Generar estrategias de interacción entre Estado y ciudadanía a través de plataformas digitales y entornos virtuales, que permitan iniciar procesos de veeduría y de vigilancia de política pública implementada para el combate a la xenofobia.

6) ¿Cuál debe ser el papel de los medios de comunicación, tanto públicos como privados, para prevenir la xenofobia y construir sociedades cohesionadas? ¿Qué políticas podrían establecerse para promover la responsabilidad social de los medios de comunicación en el ámbito de la protección del derecho a la libertad de expresión? Sírvase proporcionar buenas prácticas sobre iniciativas de los medios de comunicación para un enfoque responsable de la migración, así como sobre políticas de comunicación encaminadas a ese objetivo.

La movilidad humana y el fenómeno de las migraciones son temas que contienen un grado elevado de complejidad, al momento de ser retratados o informados en los productos comunicacionales que los medios generan para las audiencias. En este sentido, los medios de comunicación tienen la responsabilidad de enfocar el tema de las migraciones y la movilidad humana, desde una perspectiva integral de promoción de derechos, sustentada en el derecho a la igualdad y no discriminación, así como también la precautelación del principio de interés superior de niñas y niños, el de la unidad familiar y de una vida libre de violencia. 

Las y los ciudadanos ecuatorianos que residen en el exterior, tienen derecho a que los medios de comunicación, aprovechando los recursos proporcionados por las nuevas tecnologías de la comunicación, los mantengan informados de los hechos de interés público que suceden en el país, así como también a proporcionar sus opiniones propias respecto a dichas temáticas. 

En lo que respecta a las personas que residen de forma temporal o permanente en nuestro país, tienen los mismos derechos que aquellas que nacieron en el Ecuador. Por tanto, corresponde y tienen derecho a una comunicación respetuosa, no estigmatizante, ni discriminatoria.

El enfoque de movilidad humana exige conocer las realidades de la migración y desarrollar un marco de normas y prácticas que den cumplimiento efectivo a la protección y eficacia de las garantías de los derechos humanos de las personas migrantes, reconociendo beneficios individuales y colectivos sin ninguna condición que no sea la de ser seres humanos, sin discriminación alguna y con absoluto rechazo a normas y prácticas que violen sus garantías.

¿Qué políticas podrían establecerse para promover la responsabilidad social de los medios de comunicación en el ámbito de la protección de derecho a la libertad de expresión? 

Es pertinente tomar en cuenta las siguientes directrices, entendidas como política pública para los medios de comunicación, al momento de abordar temáticas relacionadas con migraciones y movilidad humana:

· Generar mensajes respetuosos de los derechos de las personas extranjeras en el país, como una forma para exigir el respeto y garantía de los derechos de nuestros compatriotas en otras partes del mundo. 

· Sensibilizar a la comunidad sobre la importancia de la reunificación familiar sobre la base de información adecuada y oportuna, de las familias ecuatorianas separadas por los procesos migratorios de sus miembros. 

· Evitar las generalizaciones, especialmente cuando son descalificadoras para una persona, nacionalidad, pueblo o grupo social.

· Emitir mensajes que mejoren la percepción pública de las personas en movilidad, el combate a la discriminación y la promoción de la convivencia pacífica.

· Utilizar de manera contextualizada y sin equívocos términos como emigración, tránsito, retorno, inmigración, refugio y desplazamiento, todos estos conceptos constituyen momentos de la movilidad humana.

· Contribuir a combatir el tráfico de personas, el coyoterismo y la usura; informar y difundir que estas actividades constituyen un delito y vulneran la dignidad y los derechos de las personas.

· Se debe eliminar términos como “invasión”, “brote’ o “grandes oleadas”. Tener en mente que no existen seres humanos “ilegales” sino prácticas ilegales. En consecuencia, se debe eliminar el uso del concepto tales como “personas ilegales”, “clandestinos”, “ilegales”, “no autorizados”’, “indocumentados”. En su lugar utilizar términos como: personas en situación irregular o en situación de movilidad.

· Promover un discurso público basado en evidencias, mismo que sea transparente y comparta con el público sus fuentes o recursos para promover un debate inteligente.

· Desafiar el discurso de odio evitando expresiones estereotipadas y discriminatorias que hagan referencias disfóricas y distorsionadas de las personas en situación de movilidad humana, con base en su origen nacional u étnico.

· Evitar la revictimización.

Sírvase proporcionar buenas prácticas sobre iniciativas de los medios de comunicación para un enfoque responsable, así como sobre políticas de comunicación encaminadas a ese objetivo

Política comunicacional: 

Una política pública comunicacional con enfoque de derechos humanos significa que los productos comunicacionales producidos para radio, prensa, tv e internet, así como sus materiales impresos, no vulneren las normas nacionales e internacionales de derechos humanos; y que dichos contenidos, reconozcan a las personas migrantes como sujetos de derechos en condición de vulnerabilidad. También deben tener un enfoque diferenciado, que en la práctica significa evidenciar la existencia de múltiples colectivos en las poblaciones migrantes como mujeres, niñas, niños, indígenas, personas con discapacidad, afrodescendientes, entre otras. En este contexto, la comunicación debe garantizar derechos. 
10) ¿Qué estándares deberían agregarse a los ya existentes para prevenir, erradicar y perseguir el discurso de odio, incluso a través de tecnologías digitales?

La Constitución ecuatoriana establece el derecho a la igualdad y prohíbe la discriminación en todas sus formas, incluyendo la discriminación por motivos de género, etnia, orientación sexual, identidad de género, edad, discapacidad, religión o cualquier otra condición. 

De acuerdo a la Ley Orgánica de Comunicación, en su Art. 5, se considera un medio de comunicación social a las organizaciones públicas, privadas y comunitarias, así como a los concesionarios de frecuencia de radio y televisión, que ejerce la difusión masiva de contenidos comunicacionales, a través de medios impresos, radio, televisión, audio y video por suscripción, cuyos contenidos pueden ser generados o replicados por el medio de comunicación a través de internet.

Es importante señalar que el discurso de odio se refiere a cualquier forma de comunicación que exalte la violencia, el odio y la discriminación hacia grupos específicos de personas por motivos de su etnia, religión, orientación sexual, edad u otro tipo de grupo socialmente identificado. En este sentido, en la jurisdicción ecuatoriana, el discurso de odio está regulado por la Constitución de la República y por la Ley Orgánica de Comunicación. 

Por su parte, la Ley Orgánica de Comunicación, en su Art. 62, establece la prohibición de difundir por cualquier medio de comunicación mensajes que constituyan apología de la discriminación e incitación a la realización de prácticas o actos violentos, teniendo como objeto fomentar el respeto a los derechos humanos y la responsabilidad de promover una cultura de respeto y tolerancia, que deben abstenerse de difundir mensajes que promuevan o inciten a la discriminación o la violencia. 
Quito, marzo de 2024
� A los efectos de esta Observación/Recomendación General, el término “migrante” incluye a toda persona que no sea nacional del país donde se encuentre de forma temporal o permanente, independientemente del motivo de su salida de su país. Incluye personas solicitantes de asilo, refugiados, apátridas, víctimas de trata y otras personas en el contexto de la migración internacional.


� El etnocentrismo es un estimativo ideológico a través del cual el individuo analiza el mundo de acuerdo con los parámetros de su propia realidad.


� Así, el ser irregular, "sin papeles" coloca a inmigrantes en condiciones de extrema vulnerabilidad respecto de sus derechos.


� Por ejemplo, no es lo mismo ser un hombre blanco, migrante y de clase media; a una mujer indígena o afrodescendiente, de clase social baja que debe migrar en busca de trabajo a un país distinto.


� Si la forma en la que se vive la xenofobia depende de distintos factores y se vive distinto según el contexto y condiciones de las diferentes poblaciones, las acciones de respuesta deben ser integrales, asegurando siempre la participación de los grupos migrantes y locales, de manera que las soluciones siempre sean construidas de manera colectiva y participativa. 
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